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Defensa de la autoridad familiar

 

 

  

  

 

Ángel

Dolado

JUSTICIA DEARAGÓN

entro de las funciones

que tiene encomenda—

das el]usticia de Ara-

gón está la defensa y

protección del Derecho Foral

Aragonés, seña de identidad de

nuestra comunidad y único pa-

trimonio juridico que conserva—

mos de nuestros antiguos Fueros

y Observancias En ocasiones, el

desconocimiento del Derecho ci-

vil aragonés por la legislación es—

tatal civil puede generar contro-

versias sobre la aplicabilidad de

la normativa estatal.

En estos días hemos podido

comprobar uno de estos casos:

La Disposición final segunda

del Real Decreto Ley 9/2018. de 3

de agosto. de medidas urgentes

para el desarrollo del Pacto de es—

tado contra la violencia de géne

ro (BOE nº 118 de 4 de agosto), ha

establecido la modiñcación del

artículo 156 del Código Civil, de

tal forma que se añade un nue-

vo párrafo segundo en el mismo,

con la siguiente redacción: “Dic—

tada una sentencia condenato-

ria y mientras no se extinga la

responsabilidad penal o inicia-

do un procedimiento penal con—

tra uno de los progenitores por

atentar contra la vida, la integri—

dad ñsica. la libertad. la integri—

dad moral o la libertad e indem-

nidad sexual de los hijos 0 hijas

comunes menores de edad, o por

atentar contra el otro progenitor.

bastará el consentimiento de éste

para la atención y asistencia psi—

cológica de los hijos e hijas meno—

res de edad. debiendo el primero

ser informado previamente. Si la

asistencia hubiera de prestarse a

los hijos e hijas mayores de dieci-

seis años se precisará en todo ca—

so el consentimiento expreso de

estos».

Es decir. para determinadas ac—

tuaciones respecto a los hijos co-

munes ya no resulta necesario el

acuerdo de ambos progenitores.

o solicitar que sea el órgano juris—

diccional quien decida a falta de

consenso entre ellos.

La patria potestad es una ñgu-

ra de raiz romana que viene a re—

gular las relaciones paternoñlia—

les. y cuyas funciones, en cuanto

a derechos y deberes, se regula en

el artículo 154 del Código Civil.

Pero el Gobierno de España se

ha olvidado que en nuestro país

conviven diversos ordenamien—

tos juridicos Civiles, quedando

el Código Civil en muchos te-

rritorios como norma subsidia-

ria en defecto de regulación con—

creta propia de las comunidades

que cuentan con su Derecho Ci-

vil autóctono, como es el caso de

Aragón.

Y además. en este caso, ni si-

quiera se ha incluido en el tex-

to la reserva habitual que figura

en las nuevas leyes donde se in—

dica que existen territorios don—

de es aplicable su propio Dere—

cho Civil.

Una famosa Observancia, la 2.5

¡te patm' vel mater. indicaba que de

consuetudíne Regni nan habemus pa-

triam potestatem, es decir, que ten

Aragón. por costumbre del Rei—

no, no conocemos la patria po-

testad», y ha sido considerada

por muchos como una nota ab-

_

El Gobierno se ha

olvidado de que en

España conviven diversos

ordenamientos jurídicos

solutamente original de nuestro

Derecho. en el que la figura pro—

cedente del Derecho Romano de

la patria potestad (que no tini-

camente se aplicaba a los hijos.

también a incapaces o personas

mayores) no ha tenido cabida en

nuestro Derecho Civil propio. ri-

giéndose las relaciones entre as-

cendientes y descendientes por

la institución de la ¿Autoridad

Familiar», que si bien se vio pos-

tergada en favor del concepto de

la “Patria Potestad» tras los De-

cretos de Nueva Planta, y en es-

pecial en el siglo XD( con la pro-

mulgación de leyes generales

uniñcadoras en el conjunto de

España. se reencontró en nues—

tro ordenamiento en el Título

II del Libro I de la Compilación

de 1967, siguiendo el Apéndice

de 1925, bajo el epígrafe Las re—

laciones entre ascendientes y descen—

dientes.

Dicha peculiaridad y singulari—

dad propia de nuestra tradición

jurídica se plasma en la actuali—

dad en el Código de Derecho Fo-

ral de Aragón. aprobado por De-

creto Legislativo 1/2011. de 22 de

mayo, que en su Libro 1. dedica—

do al Derecho de Familia. dedica

el Título II a las relaciones entre

ascendientes y descendientes, y

dentro de él el Capítulo 11, bajo

el epígrafe Deber de crianza y An—

tot'ídad familiar, a regular la ñgu—

ra de la <<Anteridad Familiar», de—

finiendo en el art. 65 del citado

texto el contenido de la misma:

Será en los articulos 71 y si-

guientes de] Código aragonés,

donde el legislador autonómico

establece la forma en que se de»

be ejercer por los padres la auto—

ridad familiar. siendo el consen-

so la nota deñnitoria para ello. y,

ante la falta de acuerdo. dejando

en manos del juez la decisión ii-

nal sobre cuestiones como la que

nos ocupa respecto de los hijos

menores.

Nos encontramos con que la

modificación que del art. 156 del

Código Civil derivada de la Dis-

posición final segunda del Real

Decreto Ley 9/2018, podría no te»

ner incidencia en Aragón, habi-

da cuenta de la competencia au-

tonómica sobre Derecho Civil

propio y de la existencia de una

normativa que merece, en prin-

cipio. la consideración de norma

de aplicación prioritaria. En efec—

to. en Aragón parece que no será

aplicable la regulación del art.

156 del Código Civil. por lo que.

dejando a salvo naturalmente la

interpretación de los Tribunales

yen especial delTribunal Consti<

tucional, no bastará la voluntad

de un progenitor para que se dis

pense atención y asistencia psi-

cológica a los menores cuando

se produzcan las circunstancias

contempladas en el precepto re—

señado.

Tomando las palabras de la

abogada y profesora Verónica

del Carpio. puede surgir una pa—

radójica situación. dado que, en

este asunto, podrían existir dife—

rentes tipos de regulaciones (y,

por consiguiente, distintos ti—

pos de víctimas de conductas ili<

citas). en función de la norma

que se considere aplicable. esto

es el Código Civil o la regulación

de los territorios con Derecho ci-

vil propio.

Dicho esto, habría que re-

flexionar sobre la utilidad y com

veniencia del nuevo art. 156 del

Código Civil a la hora de abor»

dar los conflictos paterno-ñlia-

les a que se refiere este precepto,

por si nuestras Cortes de Aragón,

haciendo uso de su potestad le—

gislativa. entendieran como ne-

cesaria la modificación de la le—

gislación civil aragonesa en un

sentido coincidente con las op-

ciones del Decreto Ley estatal.

siendo deseable que para ello se

contara con el máximo consenso

de los grupos parlamentarios. E


